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INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 3o. DE LA LEY DE AYUDA ALIMENTARIA PARA 

LOS TRABAJADORES, A CARGO DE LA DIPUTADA LORENA JIMÉNEZ ANDRADE, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DE MORENA. 

La suscrita, Lorena Jiménez Andrade, integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV Legislatura de la 

Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, somete a consideración del Congreso iniciativa con proyecto de decreto que reforma el 

artículo 3o. de la Ley de Ayuda Alimentaria para los Trabajadores, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

El 17 de enero de 2011 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la legislación que promueve ventajas en 

materia de alimentos para los trabajadores y que además benefician a las empresas. 

La razón de ser de una legislación de ayuda alimentaria para los trabajadores radica en que muchas de las 

enfermedades que aquejan a los mexicanos tienen su origen en una alimentación deficiente: hipertensión arterial, 

diabetes mellitus, anemia, desnutrición, entre otras. 

En diferentes instrumentos internacionales se hace hincapié en el derecho humano a la alimentación: la 

Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales (1966) y la Convención sobre los Derechos del Niño (1989). 

La Organización Internacional del Trabajo ha señalado que una nutrición deficiente está estrechamente ligada al 

ausentismo, un bajo estado de ánimo, altas tasas de accidentes laborales, menor capacidad de aprendizaje, bajos 

salarios, así como a una disminución de la productividad y un incremento de los costos de producción. 

Por ello, la OIT ha considerado que los patrones deberían proporcionar a su fuerza laboral alimentos o asegurar el 

acceso a ellos, por lo que se recomienda el establecimiento de programas o mecanismos de alimentación para los 

trabajadores, cuyo principal objetivo sea mejorar las condiciones nutricionales de los trabajadores, que permita 

mejorar su calidad de vida, reducir accidentes de trabajo y aumentar la productividad. 

La Ley de Ayuda Alimentaria para los Trabajadores busca que el trabajador tenga acceso a una sana alimentación 

que pueda influir positivamente en su calidad de vida, promueve y regula la instrumentación de esquemas de ayuda 

alimentaria en beneficio de todos los empleados (de empresas y centros de estudios públicos y privados), con el 

propósito de mejorar su estado nutricional, así como de prevenir las enfermedades que pudieran vincularse con una 

alimentación deficiente y proteger la salud en el ámbito laboral. 

Si los trabajadores cuentan con un incentivo como es una ayuda para su propia alimentación o para la de su familia, 

esto se verá reflejado en el bienestar propiamente del trabajador, así como en el nivel de productividad en su área 

laboral. 

La reglamentación de la ley establece las modalidades en las que esta ayuda será otorgada, mediante servicios de 

comedor o vales de despensa. Las empresas podrán establecer esquemas de ayuda para dar mejor alimentación en 

a) Comedores corporativos; 

b) Restaurantes; y 
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c) Otros establecimientos de consumo de alimentos 

(http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1870-4 6702012000100237). 

Los establecimientos contemplados podrán ser contratados directamente por la empresa o formar parte de un 

sistema de alimentación administrado por terceros mediante el uso de vales impresos o tarjetas electrónicas. 

La ley permite que sea de dos formas: mediante canastas de alimentos o por medio de vales de despensa. 

Se prohíbe que la ayuda sea otorgada en efectivo o por otros mecanismos distintos a esas dos modalidades. 

Para ayudar a estimular la extensión de los gastos en los que incurran para proporcionar estos servicios (comedor, 

restaurantes u otros establecimientos) así como para la entrega de despensas o de vales para despensa, todo será 

deducible en los términos en que los establece la Ley del Impuesto sobre la Renta (ISR). Pero además hay un 

beneficio aún más importante, empleados bien alimentados serán más sanos y productivos, contribuyendo a 

aumentar la rentabilidad del negocio. 

A pesar de los buenos propósitos señalados, se observan serias limitaciones particularmente en cuanto a la 

cobertura, a su carácter voluntario y su encuadramiento concertado sólo en los contratos colectivos de trabajo. 

La reforma hoy propuesta busca incorporar a los trabajadores que no se agrupan en los contratos colectivos de 

trabajo o que son prestadores de servicios profesionales. 

Un ejemplo lo tenemos en un sector que año con año ve reducidas sus posibilidades de mejora de vida: los 

profesores que laboran en algunas Instituciones de Educación privada, a los cuales se les inscribe como “prestador 

de servicios profesionales docentes”. 

Se entiende por servicios profesionales docentes las actividades de planeación, promoción, conducción y 

evaluación de los procesos de enseñanza-aprendizaje para el desarrollo y aplicación del saber en una disciplina o 

profesión, en el marco de la formación intelectual y social de los estudiantes. 

El prestador de servicios profesionales docentes es aquel que presta sus servicios profesionales docentes hasta por 

un máximo de 12 (doce) horas a la semana en un periodo académico, mediante un contrato de prestación de 

servicios profesionales 

Servicios subordinados 

De acuerdo con el artículo 20 de la LFT, la relación de trabajo es, cualquiera que sea el acto que le dé origen, la 

prestación de un trabajo personal subordinado a una persona mediante el pago de un salario. 

Asimismo, el contrato individual de trabajo es, cualquiera que sea su forma o denominación, aquel por virtud del 

cual una persona se obliga a prestar a otra un trabajo personal subordinado, mediante el pago de un salario. 

Como se observa, la subordinación desempeña un papel decisivo en estas definiciones; por tanto, es necesario 

conocer su significado. 

En la resolución del 2 de marzo de 1983 del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, antes 

denominado Tribunal Fiscal de la Federación, se define subordinación de la forma siguiente: 
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Subordinación significa por parte del patrón un poder jurídico de mando, correlativo a un deber de obediencia por 

parte de quien presta el servicio. 

Esto tiene como fundamento el artículo 134, fracción III, de la LFT, el cual obliga al trabajador a desempeñar el 

servicio bajo la dirección del patrón o su representante, a cuya autoridad estará sujeto en todo lo concerniente al 

trabajo. 

Lo expuesto se establece en la tesis aislada V.2o. 169 L, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto 

Circuito, que se transcribe a continuación: 

Subordinación, concepto de. Subordinación significa, por parte del patrón, un poder jurídico de mando, 

correlativo a un deber de obediencia por parte de quien presta el servicio. Esto tiene su apoyo en el artículo 134, 

fracción III, de la Ley Federal del Trabajo de 1970, que obliga a desempeñar el servicio bajo la dirección del 

patrón o de su representante, a cuya autoridad estarán subordinados los trabajadores en todo lo concerniente al 

trabajo. 

Servicios independientes 

Los servicios independientes son aquellos que presta una persona física a otra física o moral, a cambio de una 

retribución denominada honorarios, en donde el prestador se obliga con respecto al prestatario a cumplir con la 

designación de una actividad específica, sin que por ello se establezca una relación laboral, ya que en ningún 

momento existirá subordinación entre las partes. 

El prestador del servicio no tendrá obligación de cumplir con un horario de trabajo, ni tampoco tendrá que 

presentarse diariamente en las instalaciones del prestatario, pues desempeñará su trabajo de la forma en que lo 

considere más conveniente, ya que no se le podrá dirigir o establecer un procedimiento para que desempeñe sus 

actividades. 

Por otra parte, el contrato de prestación de servicios profesionales se define como un contrato por el cual una 

persona llamada prestador se obliga a prestar sus servicios profesionales, técnicos, científicos o artísticos en 

beneficio de otra llamada prestatario, quien a su vez se obliga a pagar los honorarios convenidos. 

Es creciente el número de centros de educación que han recurrido a esa forma de “contratación” limitando los 

recursos y sueldos que le brinda a los docentes y exige más de lo que ofrece como institución, inclusive no los 

protege ante situaciones donde los padres de familia han llegado a portarse amenazantes. 

Las escuelas privadas recurren a la contratación de maestros considerándolos como prestadores de servicios, aun 

cuando la figura no es aplicable, ya que sí tienen la obligación de cumplir con un horario de trabajo y sí deben 

presentarse a diario en las instalaciones de los centros educativos. 

La escuela privada es un negocio y por lo tanto debe mejorar las condiciones de sus trabajadores-profesores. 

En muchos colegios privados, a los profesores los contratan a 10 meses. ¿Acaso los dos meses restantes del año no 

tienen que comer, vestirse, transportarse, etcétera? 

Muchos colegios privados, siempre se están acreditando en calidad. Esto suscita una cantidad de trabajo extra para 

los profesores quienes tienen que llenar formatos, registros, seguimientos, etc. para hacer seguimiento hasta a las 

salidas al baño de los estudiantes. Dichas acciones no tienen una repercusión positiva ni en los maestros ni en los 

estudiantes pues en ningún caso están destinados a capacitar a los profesores para que sean mejores en su labor, 
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sino que, al contrario, ponen trabas a su trabajo. El afán de la acreditación es para obtener un reconocimiento para 

la institución que les permite subir el costo de la matrícula. 

Hacer extensiva la presente ley a los trabajadores de contrato individual o prestadores de servicios profesionales 

permitirá a los patrones contribuir a la mejora dietética de sus trabajadores, a fin de combatir los factores de riesgo 

en su salud, principalmente la obesidad y el sobrepeso que pueden desencadenar en un infarto al miocardio o paro 

cardiaco. 

Asimismo, pueden beneficiarse del apoyo que el Estado les proporciona sujetándose al efecto a las disposiciones 

de la Ley del Impuesto sobre la Renta y del impuesto empresarial a tasa única. 

Los trabajadores también resultan beneficiados por elevar su régimen alimentario y los ingresos que les represente 

la entrega de los vales, estarán exentos por ser prestaciones de previsión social y no formarán parte de la base de 

las aportaciones de seguridad social “la administración y la responsabilidad social empresarial” En otras palabras, 

las empresas que están bajo el régimen del IETU y las que están bajo ISR podrán otorgar y deducir esta prestación 

exenta de cargas sociales y no gravadas sobre el salario del trabajador y para los trabajadores se les beneficia 

también porque aun cuando en la empresa no haya comedores industriales podrán recibir su ayuda alimentaria a 

través de los vales mencionados, excepto en efectivo y así gozar ambas partes de los beneficios fiscales, 

económicos y humanos de esta prestación. 

Por lo expuesto y fundado se somete a la consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma el artículo 3o. de la Ley de Ayuda Alimentaria para los Trabajadores 

Único. Se reforma el artículo 3o. de la Ley de Ayuda Alimentaria para los Trabajadores, para quedar como sigue: 

Artículo 3o. Los patrones podrán optar, de manera voluntaria o concertada, por otorgar a sus trabajadores ayuda 

alimentaria en alguna de las modalidades establecidas en esta Ley o mediante combinaciones de éstas. 

Se entenderá que un patrón ha optado concertadamente por otorgar ayuda alimentaria, cuando ese beneficio quede 

incorporado en un contrato colectivo de trabajo, individual o de prestación de servicios. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de abril de 2021. 

Diputada Lorena Jiménez Andrade (rúbrica) 

 


